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1.1.2.1.2 Gestión de tributos, bonificaciones, beneficios y exenciones en las Ordenanzas 
Fiscales municipales

Con relación a las haciendas locales hemos tratado numerosas quejas que, como viene siendo habitual, 
sistematizamos en cuanto a la exposición y reseña sobre las más significativas, agrupándolas en primer lugar en 
torno a lo que la doctrina hacendística considera imposición municipal obligatoria, esto es: Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles (IBI) e Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica (IVTM).

Por otra parte, y en epígrafe diferenciado, trataremos las quejas referidas al Impuesto sobre el Incremento 
sobre el Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU), figura impositiva voluntaria, que ha cobrado 
una inusitada actualidad a consecuencia de los pronunciamientos del Tribunal Constitucional principalmente, tras 
la STC 59/2017 de 11 de mayo de 2017 y, tras la STS 1163/2018, de 9 de julio de 2018.

Como en pasados ejercicios, la mayor parte de las quejas han recogido solicitudes de devolución de ingresos 
considerados indebidos, planteadas por las personas obligadas al pago de este tributo tras la regularización o 
revisión de datos por las Gerencias Territoriales del Catastro Inmobiliario; o tras el incremento de tipos de gravamen 
por los Ayuntamientos o, debido a cambios de titularidad en inmuebles no registrados por las Administraciones.

En bastantes casos, los contribuyentes confunden el plazo general para la resolución de expedientes previsto en la norma 
procedimental común, con el plazo específico de resolución/notificación contemplado en la Ley General Tributaria.

No obstante, también detectamos casos en que la demora o retraso en 
resolver y en notificar la resolución se ha producido, pese al dilatado plazo de 
tiempo legalmente establecido para atender estos procedimientos (6 meses 
para los procedimientos de devolución de ingresos indebidos).

Pese a ello, en ocasiones las Administraciones municipales gestoras del 
IBI o los Organismos y Agencias Provinciales gestores por delegación, tras 
recibir la comunicación de admisión a trámite de la queja y nuestra petición 
de colaboración e informe, contestaban reconociendo el retraso y al mismo 
tiempo informándonos de la resolución recaída y de su notificación a las 
personas interesadas. En ese sentido, la queja 15/5541 en la que el Defensor 
del Pueblo Andaluz formula Resolución al Patronato de Recaudación 
Provincial de Málaga, concretada en la necesidad de dar respuesta, a la mayor 
brevedad posible, el recurso de reposición presentado por la parte afectada.

Hubo otros expedientes, como la queja 16/1132, promovida a instancia de parte por una asociación de 
defensa de los consumidores, siendo la Administración concernida en la misma el Patronato de Recaudación 
Provincial de Málaga. La queja fue cerrada tras lo que parecía ser aceptación de un primer Recordatorio del deber de 
resolver expresamente, resolución que con el tiempo resultó no ejecutada como nos hizo ver el propio interesado.

Lo que motivó, tras reapertura de la queja, que formuláramos una nueva Resolución al Patronato, recomendando 
dar respuesta, a la mayor brevedad posible, a la solicitud de rectificación de elementos conformadores del objeto 
tributario a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, tras alteración catastral habida.

Resolviendo, esta vez sí, el Patronato en línea con lo resuelto por esta Institución y, anulando la liquidación 
en concepto de Impuesto sobre Bienes Inmuebles recurrida y acordando la devolución de ingresos indebidos, 
correspondiente a la cantidad cobrada objeto de devolución, más intereses de demora conforme al artículo 32 de 
la Ley 58/2003, de 17 diciembre, General Tributaria. Por ello consideramos aceptada nuestra Resolución.

Hubo expedientes en los que, ante la falta de respuesta a los solicitantes de la devolución, y la falta de respuesta 
a la petición de colaboración por nuestra parte, nos vimos obligados a formular Recordatorio del deber legal de 
dictar resolución expresa a los escritos y recursos presentados por las personas contribuyentes. Así la 
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queja 17/4785, queja 18/2242 en las que el referido Patronato Provincial de Recaudación, no nos contestó. 
Razón por la que reseñamos la inclusión de estas quejas en el Informe Anual en el apartado correspondiente del mismo.

En la queja 17/6099, el citado organismo, respondió tras la decisión de inclusión de la queja en el Informe 
Anual, accediendo a la devolución de ingresos indebidos que se interesaba; lo que también reseñamos en el apartado 
habilitado a tal fin.

Sobre el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica (IVTM), tramitamos el expediente de 
queja 18/1017, lo que motivó que el Defensor del Pueblo Andaluz formulara Resolución ante el Patronato de 
Recaudación Provincial de la Diputación de Málaga, por la que recomendaba dar respuesta, a la mayor brevedad 
posible, al escrito presentado por la parte afectada con fecha 24 de octubre de 2016, solicitando la anulación de 
liquidación por el impuesto citado y la devolución de ingresos indebidos. Al no contestar en plazo la citada Agencia 
Provincial, se procedió a la inclusión de la queja en el Informe Anual.

No obstante hemos de indicar que finalmente tras el cierre de actuaciones, el Patronato Provincial contestó 
aceptando la Resolución del Defensor y la devolución de ingresos indebidos instada por la persona contribuyente.

1.1.2.1.3 El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana

En este apartado efectuamos el relato o exposición de la importante actividad que han generado en el pasado 
ejercicio 2018 las numerosas quejas presentadas en relación con las autoliquidaciones o liquidaciones presentadas 
o giradas a contribuyentes por Ayuntamientos y Organismos Provinciales de gestión tributaria, por el llamado 
Impuesto de plusvalía (IIVTNU).

Sobre la posible nulidad de los preceptos del Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales en los 
que se contempla el régimen jurídico del IIVTNU, en tanto en cuanto pueda permitir que se graven situaciones 
que no han supuesto incremento de valor, sino pérdidas y en las que no se ha producido en consecuencia el hecho 
imponible del impuesto, han sido muy numerosos los expediente tratados en 2018 sobre la cuestión y controversias 
jurídicas expuestas: quejas 17/5363; 17/5923; 17/6537; 17/6712; 18/0102; 18/0131; 18/0205; 18/0209; 18/0213; 18/0310; 
18/0367; 18/0507; 18/0511; 18/0857; 18/1189; 18/1284; 18/1925; 18/1926; 18/1927; 18/1929; 18/2200 ; 18/2205; 
18/2206; 18/2213; 18/2243; 18/2297; 18/2482; 18/2780; 18/2878; 18/2997; 18/3081; 18/3332; 18/3618; 18/4306; 
18/4355; 18/4558; 18/4605; 18/5856; 18/5903; 18/6039; 18/6070; 18/6071; 18/6115; 18/6562; 18/6743 y 18/6824.

Ya en el ejercicio de 2017, anticipándonos a la controversia jurídica, incluimos en nuestra web un enlace 
exponiendo la recientemente establecida doctrina -por aquel entonces- del Tribunal Constitucional respecto del 
llamado Impuesto de plusvalía.

El punto de partida de aquella novedosa doctrina fueron los pronunciamientos contenidos en la STC 26/2017, 
de 16 de febrero y en la STC 37/2017, de 1 de marzo, declarando respectivamente la inconstitucionalidad de varios 
preceptos de la Norma Foral de Guipúzcoa y de la Norma Foral de Álava, reguladoras del Impuesto sobre el 
Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU).

Con posterioridad, una nueva Sentencia del Tribunal Constitucional, la STC 59/2017, de 11 de mayo de 2017, declara 
inconstitucionales los artículos 107.1; 107.2 a) y 110.4, del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

El fallo de esta última sentencia del Alto Tribunal consideró inconstitucionales y -por tanto- nulos aquellos 
preceptos de la norma estatal citada, únicamente en la medida en que sometían a tributación situaciones de 
inexistencia de incrementos de valor sujetos al IIVTNU.

Lo anterior, por considerar el Tribunal Constitucional que lo establecido en tales preceptos vulneraba el principio 
de capacidad económica reconocido en el artículo 31.1 de la Constitución, al gravar supuestos de trasmisión de 
inmuebles en los que no se producía un incremento, sino una pérdida de valor.
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